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Panamá,3 de julio de 2000.

Licenciado
JORGE L. IITRRTRA
Tesorero MuniciPal del
Distrito de Aguadulce, Provincia de Coclé.
E. s. D.

Señor Tesorero MuniciPal:

Por medio de la presente doy respuesta a su Nota s/n
fechada L2 dejunio de 2000, recibida en este Despacho el 20 de
junio del mismo año, en l¡a que nos consulta en relación con
algunas actividades que según nos dice están contempladas en
la-Iey 105 y LO6, como en el Manual de Presupuesto Municipal
preparado por el IPADEM y por 8u Régimel Impositivo,
puUlicaao en Gaceta Oficial No.22.980 de 26 de febrero de

tgg6, las interrogantes que me formula son las siguientes:

oal St ta actlvldad Bancarla Prtrradc tiene !$re
pagaf algfrn trfbuto Inensuül al Municiplo
iespestivo donde este ubiccdo. lÉn rrirGstro
Régfnen apafece Gn la codtftcaclón: 1.1'2.5.251

bf St los Consultotios Hédicos y de Abogadost
integrados pof más de 2 Facultatlvc fstc|
deben pagar al$ún lmpuesto fsegÉn el Régber.
Imposittvo la codlficeclótr es 1.1.2.81.6U.

cl St las Cgopffiatives de Ta*is ó Ffd la;
Plque,ces Independlentes fetcf tamblén deben
palar atgün trlbuto a nueatro Dfunlclplo. fEn el
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Réglncn Importttvo ta codiflo¡clón é¡
1.2.4.1,251

q Sf bs Cesürc Hvadoc' fftl dcbcn pa3ar

fcnue*o 
t ¡ue¡tro üualolPlo.t

Para- ofrecer un mejor criterio jurídico' nos permitimos
examinar algunos aspectos importantes sobre el punto
consultado.

I. AI,CA¡5CE DE LAS ¡|ACT'LTAI}ES trIrOSITIITAS DE[,
tttilrcrPlo.

Primeramente, analizarcmos las facultades o poder de
imposición, que posee el Estado para la obtención de recursos
económicos de sus asociados.

El poder de imposición, según ALE"IANDRO RAMIREZ
CARDONA, oes la facultad de establecer tributos, Qü€ tiene
como fundamento politico-financiero el hecho de que deben
saüsfacerse determinadas necesidades colectivas como públicas
esenciales, es decir, mediante instituciones de servieio público
primario. Por tratarse de necesidades de cuya satisfiacción
depende ta integfidad misma del sistema social, de manera que
no puede excluirse de su beneficio tanto a quien no puede (sin
capácidad económica) como a quien no quiere contribuir (al

evásor) a su sostenimiento, han de financiarse las instituciones
encargadas de tales funciones mediante impuestos y no
mediante tasas ni Precios. 1

Agfega, este autor que "sólo los entes encargados de
satisfacer necesidades colectivas asumidas como públicas
esenciales, mediante instituciones de sen¡icio público primario a
todas sin exclusión de nadie (...) poseen la capacidad o poder de
imposición. Tales son la Nación, los departamentos y los
municipios, üenen poder de imposición fiscal ya originario, Yá
derivado.2

I RAmEZ CARDONA, Alejan&o. Derecho Tribr¡tado. Editsi¿l T€misb Coloúia. 1990.Fá&45.
2 tHdem, pág. 55.
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En nuestro Estado de Derecho el poder o potestad
tributaria, se ejerce dentro de una serie de limitaciones, con el
objeto de no lesionar el principio de legalidad contenido en el
articulo 48 de la Constitución Nacional, 9r€ dice de forma
eqpresal s¡¡dle €tá obüg¡do e Infef oontt{buclón nt lnpuector llüG
¡o-estuvl,erc¡ lcaalncntc e¡t¡bleotdo¡ y crya cobteüta üo tG hlclorc
en la fqma ¡rc*crfte por tar lcyol.' Es deCir, 9ü€ Según eSta

nortna el Estado sólo puede imponer sacrificios patrimoniales a
sus ciudadanos, mediante ley ln sÚrteto sen¡n "

II. TL I'IODER I}E IUNOSICIóN OtruGTIÍARTO Y DERIIIADO.

De conformidad con el artículo primero de la Constitución
Nacional, nuestro país tiene un gobierno unitario; o sea' que es
*es una unidad de poder ejercida sobre una unidad territorial y
sobre una unidad popular'n lo que seggn el Doctor César

Quintero, ooculTe es que por imperativos politicos o
ad*ini*ttaü.tos, el Gobierno del Estado se ejerce mediante
distribución territorial del poder de éste. Se dice entonces que
el territorio del Estado se divide en regiones con cierta
autonomía política (gobierno Federa$, o elt circunscripciones-ya
sean provincias, departamentos o municipios- coll simple
autonomía administrativa (gobierno Unitario)".3

De este sistema politico descentraliaado, se originan
importarrtes consecuencias para el sistema tributario' ya que
bJ entes gubernamentales mencionados (Gobierno Central-
Municipios)l poseen considerables diferencias en cuanto a la
potestad o poder tributario.

En efecto, la potestad tributaria del Gobierno Central es
originaria (emana de ta propia Constitución), mientras que la
de los Municipios es derivada (originada en leyes)' For ser la
facultad impositiva de los municipios derivada, debe limitarse a
establecer dentro de su respectivo distrito, los impuestos. que

3 
Qtn¡ngnO, César. Deregho Q@stit¡ci,mal*Toüo I, Litggrda Adoüio Lebúür, ComaRica f967,

pá9.33.
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por disposición Constitucional
autonzado para gravar.

varias disposiciones que
Municipíos. Así, el artículo

y la ol,ey 106 de L973, le han

Sobre este tema, la Constitución Política en el Título VIII
denominadg "Regimenes Municipal y ProvinciaP, Capítulo 2".
"El Régimen Municipaf, recoge
regrrlan la rnateria tributaria de los
242 establece:

'ñtfCulo 242, 8ot nuntclPalec lo¡
lopuectot qtre no torg3l lucldencta fuera del
Dbtrlto, Itcro t¡ tcy pod¡e e¡tableaer
eroepclorct Para que deterulnado! lm¡mertor
8e¡¡ nuntctpal* a pctor de tener e¡a
lncldecel¡. Pattlc¡do de eta, bare, tr L€y
e¡tableeerá con le dcblda sepereclón la* rentas
y glstol ¡aclo¡¡les y 1o¡ uunlclpalc¡.

El Doctor Fuentes Montenegro al comentar este articulo
expgne: rtn verdad, dcbtó dudtr¡e al coneepto de tt$utor Gl cü81
rerutta adecuador Gtr ves del aonccpto de tnpuctto. Lor tributort
fe¡rrG*cü,t¡! ult eo¡ccPto geo6rlco, el su¡l ¡o rélo lnvolucra a loc
tu-puoetoc, tanbtén e t¡s tesas y co¡trlbuslonc¡ epeclalcc. DG

acücrdo a ta die¡rcdcliin, perectem ¡cr que el Te¡orero Muaictpcl no
adnlte otra¡ ol¡se¡ dc tdbutoc, re llmlta ¿ los lmpucatoc"t!

En efecto, dentro de la clasificación tradicional de los
tributos se distinguen los impuestos, las tasas y las
contribuciones especiales.

En este mismo sentido, el artículo 243 de la Carta
Constitucional preceptúa:

'TARTICUIO 249. Ingre$o üunlcipal. Serún
fnentes de ingreeo üurieü)atr adrsÉás de tes
Ilüe ¡eñale la lrey colfsfüc al artlculo
antetorr laÉ siguientes:

a lry rodificada medimte I*y 52 & 12 & diciembre de 1984; y, adicionada por medio de L,ey No.25 de 25

deenerode 1996.
5 FUET.ITES MONIENEGRO, Luis. Cm$itrpión&lftica de laRenniblica Ce Paqd" Titúaday Comentada

R¡bücaciones lurldicas de Mmá S.A Pmmá, 19f7. Pág.155.
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1. El produato de sus área¡ o eJidos lo misno
que de su$ bienes ProPlos.

2. Las tasas poü el uso de 3üs blenea o
¡etviciot.

g. Los derechos sobre espectáculos pfrblicor.
#. I.ols tmpuestos sobre G:Ipcndlo de bcbfdas

alsohóllcas.
5, I.os derechos, teterml¡rados por la kyt

sobre €ürtfacclón de er:erer pledra de
cantera, toccan arcilla, coralr clrascqio y
pledra callza.

6. Las multas Í1ue tmponger las autorldades
municlpales.
Iras subveacionee estatales y lef donaclones.
Iros derechos sobre etÉracclór. de
maderas, qltotnciÓm y tala de bosqurec.

9. El lnpuesto de degüello de gaüado vacuno y
Itofclno f$re se pagará elf el ffiuntct¡lto de
dondé .proceda h res.t

Como podemos apreciar la disposición copiada enumera
taxativamente, los objetos, bienes o productos que pueden ser
fuente de ingfeso Municipal. Rtes, lo que ha querido el
legislador es dotar al Municipio de fuentes de ingreso que
gJranticen la satisfacción de las necesidades básicas de la
comunidad.

Atrora bien, los preceptos constitucionales transcritos
üenen su desarrollo en la Iry 106 ibídem' en los artículos 74,
75,76 y 77 de dicha normativa.

7.
8.

Iil. CRITÉlRIO DE tA
ADUIITISTRACIÓil.

PROCURAI}URÍA DE tA

Analizando, especÍficamente las interrogantes planteadas,
en relación con la primera pregunta formul¡ada que se refiere a
que si la actividad Bancaria Privada üene que pagaf tributo
mensual al Municipio respectivo donde esté ubicado, debo
indicarle que el negocio de Banca en nuestro país está regUlado
por el oDécreto-Ley No.9 de 26 de febrero de 1998, oPor el cual
6 

Gaceta Oficial No. 23,499 de l2 de mar¿o de 1998.
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se reforma el régimen bancario y se crea la Superintendencia de

Bancos". Esta Iey en sus artículos I y 2, al referirse al negocio
de banca dispone:

.TARTÍCULO 1. Ar¡nrro DE ABLICACTÓII. Ertc
Dcffcto-téy ¡c apücarri e lal PcrÜou.¡t
n¡br¡Ie¡ o Jurldtcrs que dcrzan el aegoclo de
banca Gn o do¡de Psr¡ml y a les Oflat¡a¡ de
Re¡reccntecló,!.o

======l$E=====

..ARTÍCUTÑ 2. tr.MRCICIO DTL IVEGK'CIO DE
BAIÍCA 8óüo tas pcrconas que hayen ohtentdo
t¡ llacnote rerpcdba podrfu eJercer cl l{cgoclo
de Brnca eü o dclde P¡l¡má. Igualnontct
podtfü eJercer ol lfegoclo do Banee cn Panená
las p.rroler de dcrecho púbttco e la¡ cu¡lcs lrs
tefe¡ autorlcen Pira 6tlo.t

En cuanto al pago de impuestos por parte de esta
entidad, el artículo 4 del referido Decreto-Ley No.9 ibídem'
señala de manera expresa 1o siguiente:

.JARTICUI,O 4. CREACIÓil DE I"A
SUFERIITTEIIDEilCIA. . IO

de l+pu,e¡toc¡ dcrechol, tanesr Gergost
contribuciones o trlbut?¡ de aaráctcr ¡+clonFl
o nunlclpaL con Grsellctós de I¡¡ cuota¡ de
*egurfdad coclal, del ¡eg¡¡o educatfuot de loc
rtccgoc ¡nofedoaalcr, de laf tesas poÉ

scrvlcb - públlaoc y dél lnpuclto de
tnPottaclón.
...n (La s*rypb es dc 

"sús 
Dcs¡nclw).

Como puede observarse la propia Ley exonera a esta
entidad del pago de impuestos, derechos, tasas, cargos'
contribucioneJ o úibutos tanto de carácter nacional como de
carácter municipal, pero se entiende que esta exonefación
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involucra sólo a la entidad como tal y no a la actividad bancaria,
la cual se seguirá rigiendo por 1o normado en el articulo 1010
del Código Fiscal, que al respecto señala:

ü:ARTÍCUIÍ) lOlO. Las ertldader batca¡{¡r
fegulnder pG ct D€cs€üo de Gabtnctc l[o.2fl8 de
19"O y la¡ clúar dc clmblo, p¡gltf! üü
lnpuclto an¡d eo¡f,quc ¡ la rlgulente tadfa¡

:::::.::::.*.::.:::s:f"ffi*
-Elttdad Banc¡¡ie con Llcenaia
Intetl¡clotnl................r r..B/. l6.OOO.OO

_C¡¡¡¡ de canblo ......r...... F.l. 600.00

Si bien el articulo 75, numeral f0 de la Ley 106 in
examine, establece clue son gravables por los municipios los
negocios de Bancos privados, lo cierto es que la Honorable Corte
Suprema de Justicia en Fallo de 22 de septiembre de 1993,
externo lo que a seguidas pasamos a transcribir:

nConsidera et Pleno de ta Sela que sn €l
preiex¡rto negoclo h*y mérlto para ;rrspcnder
los efectm de lo¡ rctoú lupugnador, tods vet
filrc sG trfrlnge en forma uaalflecta el articulo
21, ordinal 60. De ta Lcy lffi de 19?Sr norna
Jurldtca de superlot Jetarqufla, lluo problbc a los
Ituniclploc güavar lo qlue ye ha sldo grtvndo
por la ileaión, y pF,.e+tg,.p.*¡9. ,*Ul..g*,t1il¿Égr
ha*gflflp+,,,-TG eqgFenbl+.* gf,ilmdnÉ.,. pgf-,,,qn
imlptt#tp.,.,4*qlqqal gg,*foE+?", j# aftlsp*g . .19,1O
4gl-9l4tgq. Hrs*l-

Por tanto, ectamos er¡. prGüGücla de una
pretenslón dGf ConseJo üuntctpel de Colón dc
eobüar trtruto e lo¡ Bancoc de iu üunlclplo,
cuardo ye están grrvades poú fe llaclón, lo lluc
ocesiona ü!a doble tribntación, y le ü,aülfle¡ta
lnconpatlbtltdad dcl ecto adatntetretJro
inpugnado con la norme jurfdlca de úupcrtor
Jerarqufu,D f$ala Tetcrlna, dc lo Co@-
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Adttdrtttsffill.r. coitte Sugrena & ,ht*tcfa-
ÍALIÍ, dc 22 da ryüen}re dc ,999,, Rgg,. .n d-
$rryÉ¡antrc 1999'. Ptg.g?fi. (b suhqndo es
& ee Dcspacrto|

En eSfe sentido, eS oportuno recordar, Qüe de acuerdo a l¡a
Consütución Política, artículo 203, ala¡ decl¡lo¡e¡ da !r Corte en

denclclo de rn¡ ¿trlbuclones ¡on flnele¡, deflnlttvas y obllgatorlart.
Io cual se traduce en que lo aplicable en estos es lo señalado
por la Corte Suprema como máximo organismo de justicia y por
ser el órgano gue genera jurisprudencia nacional. Por lo que
en conclusión, el Municipio no puede gravar actividad alguna
que ya esté gravada por el Estado con impuesto nacional.

La segrrnda pregunta que me formula, dice relación con los
consultorios médicos y de abogados.

Sobre el particular, debe tenerse presente que
Constitución Política claramente establece en el artículo 40,
libertad de profesión. Nótese, que esta libertad esta recogida
dentro del frtulo III de "Derechos y Deberes Individuales y
Sociales", Capítulo I, "Garantías Fundamentales" y, ello tiene su
razñn de ser en el hecho de que este derecho está concebido
como un derecho inalienable que tiene toda persona de escoger
y ejercer la profesión a su libre albedrío, sh distinciones o
discriminaciones de ninguna cliase, de allí entonces que la Carta
Política 1o garantice. Este artículo 4O literalmente dice:

"ARfrCUIó 4(r. Tod¡ percoúr es llbre de
eJeroer cuatquter profc*lón u oftclo sqfeta a lo¡
reglamcntoc .$re cteblszcan l8 l,cy Gn lo
rctrtCrvo e ido¡eldeü noralld¡d¡ ¡rcvlstlln y
¡cgprUa¿ lochles, colcglrclón, ralud públtca,
¡indloactóa y cotl¡aclone¡ oblfgFtorle¡"

I[o ¡e e¡t¡blcccc* t4onqto o cotrlbupló¡ n¡rr
el derehto , de tg¡ profsrlo¡e¡ l&prele¡ y de
los oftclm y lrs iftcú. (r.o q.brvgúo s & e&
Drryturcrtto).

(0

la
la
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Sobre este tema, el constitucionalista Fuentes
üOntenGgfo, ha expreSado: "Ea inpoatente detacar que _la
Ubetted aá eúaogcfi y fuercer la profcclón qüe sG decea, hoy cn dfu
pareolen un prtnctpto absolutamette aco¡)tado. ...

Et prcdepto actual, en prlmer lugar, eltahye d prfocfllo general
dc que to¿a pcrcona, ¡tn dt¡cdmlnrcliit dc dagune aaturafeza¡ tleae
el derecho no ¡óto de eJercer, rlno adenls de crcoger la carrea,
¡rofcrtón u oflclo qlre tc ptrazca, slcnpro que cunpla Gon t83
londlcionc¡ tegalcr, - lis cuetsc debo vcstar ¡obrc a¡unto¡ de
tdoceid¡d, coné e¡ el ca3o de Ie ebogact'n o la ncdlclnr; momlldadt

¡ncvlstón y ¡qg¡td¡d soclalec, coo el ¡ropóctto de que el cJeeclclo de
uo on"io ¡o v"y" c¡ ddrlmsto de ln¡ eloct¡ctonGti cn el ca¡o de le
colqÍlBclón, rdnücación y cotÍ¡aclooe¡ ohllSStorf¡tr 3G bace
refercnete a gerantías de fecultadec a fnvor de quleler eJerzaa una
profclón, cJn cl ¡ro¡Édto de tluc plcden egrtrpe3rlc' r fi¡ de

ito-** el bien pb"tUtc y el decerrollo de tr profcrtóa u oflcio
fuercldo. Ertal co¡dlclone¡, aás que llmlteclone, colstltuyen un
necalrl¡mo eE beleflclo de le rocledad, la cnal, debe rer ¡noteglde de
poclbles cefsrfd¡¿e¡ que pudleean or¡gt¡ar¡c por cl eJerctcto de un¡
irofcsfén, ltt cuales, todrs, en últina lasts¡cie debc¡ proplcter el
blea colectlvo.t"

En relación con este tema, la Corte Suprema de Justicia,
ha dicho:

sBdsten clfnlcas y laboratorlos prtl¡ados que
no prredcn consldGFarce cono de naturrele'n
conerciet o lndugtrlial, y qluc debldo a te
anbfgiiedad del gramrnen creedor pueden
qudar suJctn¡$ al fnpuesto munlclpel-

La dfstfnctón Juridtca eatrc les *ltuaclonc$
scñaladas reeulta de trascendencla
s¡fflftcativar ggr , t$f,*d.q Srrq ,l*, actffil$d,4el
pltqffflq*ll,,ng. est4, fFfFt+, q ,,Fl*$,&*. gFqfqFgn
tmorresto o coütrlbucfóg. tel coüo 1o ha
S¡tqbl, g.gl#g, grprefFpqpte, l*.- 9oqF'tih,ql*4 ., e*
flr-,aqflgulg, ÍQr, . Í,., 1g,.,hfr, f,pcf ,llF$do ,I+ Cg,fte
Strtrl-f,efllfl g tf*Y€s :{p.-Sta Sal*.,-9.* , dlvgf*lF
qlr?fiioags. v.g.t resohtclóü de 6 de noviembre
de 199t2._ en relactón e la De,u,anda Coltencloso

? ch. cit. FUENTESMONTENEGRO, Luis. Rlgs.50-51.
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Admlnistfativa de Plena Jurisdtccióu
interpuesta por la CHnica Arango Orillacr Sl.A.

contra la Dlrecclón Gienetal de Ingresos.

Ira Sata Tercera corlside.ra por tanto, tluc ef
&ava&en sontcnpXado en el Acucrdo
Ituntctpat I[o.8 de 198? pere los
"Iraboratorlstas y Clíntoe$ Prlvada;t no 3G

afusta plenenente at presupne;to tegal
contcüpXado en el nunerel SO del artÍculo 75
de l¡ Ley 1(}6 de 1973, filre hace refcencla e
Laboratorlo; y clfntcas privades, couerolales e
industriales, y tluc tal hprecirión constltuye
ura testón at ordea legal, et erceder el Acuefdo
üunlclpal en ct punto lmpugnador la potest*d
tmposltiva que le eüe ta l.cy 106 de \979 a
lc Muntetptos pera gravú esPeclflcanente a
las clíntcas y laboratotlos coaerclales e
industrtaler fartlculo ?5 numeral SOI y qn
t6rmlam gcnereles, a las ectlvldedes
flndustrlales, conerciale¡ o lucrative* qlüe re
realicerr er, u.n Distrlto fartlculo 74 LGy 106 de
1e731

Qabp pe4alpr p4qpÉq guq,!+ -epltnpgflÓ*.,f,g,,e3e

cp, F, FtitpylF- . r+, Fg YlglegiÉR,,a,1 o,f.dqJB, -l9"fqlt ., fing
tsphlÉ*,. ogÉ,$ttlna perlglgfog-, e994Éml9-g¡ 'q
gpt$F,,g$plÉ'as,y .l$hg¡atgdoF-Sne .Fo +rruúpt** el
cgmerclp., qftFg, gtlF- se, dgf,lcqtr.s4. Ffeqiglp

hqmffi.,, f,pgqlc*#,gr,, , .*.Agf ,,. ,4lspg,qtgl,fu
gq*ptitFqlP,S,Fl ,.-ng'.nT94F,, ,E!F{ gqpY**q. (Ie

esdsastu furyccclw|(Ver, Sffi &27
de JuHo ds lggill_ áGEÍóJY ItE ItrCOIlEI ITITICIOT{A'JITAD,
PLaNO. CORSE SIJ.PRSüA DEJTTSTICTA, FMO & 12 d3
agoe dG I9%. Re g,, Juú AgoA Í9%. ftg' Í,OI,

En resumen, los municipios sólo podrán gravar las
Clínicas privadas, cuando ellias se dediquen a e:rplotar esta
actividad con carácter mercantil y frrres lucrativos, pero cuando
se trate del ejercicío de una profesión, cabe resaltar que la
acüvidad profesional no está sujeta a ningún gravamen'
impuesto o contribución, toda vez que asÍ lo consagra la

'':.^,dE
ttat
v
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Constitución Políüca, Cabe añadir, que igUal regla rige para los
profesionales del Derecho.

Respecto, a la tercera pregunta retativa a si l¡as

coo¡rerativas de taxis o las piqueras independientes, también
deben padar algún tributo al municipio, le indicernos que de
acuerdo con la Ley 17 de 1 de mayo de t997, oPor la cual se
establece el Régimen Legal de las Empresas Cooperaüvas,"8
éstas están exentas de todo impuesto nacional, confome lo
señala el artículo 106 de la citada Lr,y, más no de impuestos
municipales.

Dentro de este contexto, es importante citar lo establecido
en nuestra Carta Magna, artículo 245, cuyo texto lee:

"ARfÍCul0 241t. Prohlbtató¡ de xenctoact
t¡üut¡rla¡. El Estado no podrá conceder
exenciones de derechos, tasas o impuestos
municipales. l,os Municipios sólo podran hacerlo
mediante acuerdo municipal.

Se aprecia la limitación que impone nuestra norma
suprema al Estado para liberar a determinada institución,
organización o asociación del pago de los tributos municipales,
ya que dicha exención sólo corresponde hacerlo al propio
municipio mediante acuerdo.

Beio esta perspectiva, en el Capítulo III de Impuestos y
Contribuciones de l,a Ley 1O6 de 1973, el articulo 75, numerales
47 y 48 destacan este tipo de actividades, al establecer;

"ARTfCItLo ?5. Son granabtes por loe
auaictplw los rcgoclo¡ riguientes¡
aaa

47. U¡o de accras y calles con flne¡ de lucto¡ fr
48. Cualqrrler ot¡a actMded ..,*

1l

t 
Gaceta Oficial No.23.219 ds 5 de mayo de 199?.
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De estos numerales se desprende que la actividad de
piqueras de taxis es una actividad lucrativa que fácilmente se
ubica en los negocios arriba citados. En síntesis, este Despacho
mantiene el criterio que sin perjuicio de las exenciones
especiales pstablecidas por otras leyes y las que contempla la
Ley No. tl de \997, l¡as Cooperativas que realicen actividades
lucrativas o comerciales dirigidas a terceros y que se
encuentren desarrolladas dentro del Régimen Impositivo del
respectivo Municipio de conformidad con la ky No.1O6 de
t973, deberám pagar el respectivo impuesto municipal.

Respondiendo a su última pregunta que recoge la
inquietud de que sí los Casinos Privados, deben pagar impuesto
a los Municipios, debo señalarle que esta actividad por
enmarcarse dentro de l¡a explotación de juegos de suerte y aznrr,
es regulada por el Decreto-Iey No.2 de L0 de febrero de 1998,
"Por medio del cual se reestructura l¡a Junta Control de Juegos,
se le asignan funciones y se dictan otras disposiciones. los
artículos 1 y 2 del citado Decreto-Iey, desarrollan lo establecido
en el artículo 292 de la Constitución Política, estos artículos
sostienen lo siguiente:

.3ARTfcItI0 1. El Ect¡do cxplotarÉ loc Juegos
de suette tl aret y ter astMdade* que oalglacn
apücrtas por coaducto de la Junte de Control
de Juegocn grG fuactoa¡*ú beJo la de¡rendenctr
det ilt!¡Étclo de H¡clenda y Teeoro.

-^----------lr-------r-

nARTfCü[fi 2. La Jnnta Control üe Jnqgoc, en
reprcrentaelón del Ectado, alrrnc Ia
exploteclén de los Juegoc de ¡uette y t!.s y de
las actlvtdads¡ qrrc orlgtnan epuc*tarr Gr
bencñclo cxclustvo dcl Ectedo. EEte
crplotactóa podrá eJcrccetra e¡ forua dlrecta o
e t¡at& de tetrecroc.t

los preceptos copiados expresamente señalian que es
Estado, el único facultado para explotar los juegos de suerte
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azar y demás actividades que originen apuestas, garantizándose
de esta manera una fuente de ingfeso vital que le permite hacer
foente a determinados gastos públicos que indudablemente
redundan en obras de utilidad social.

En ebe mismo or'den, la Corte Suprema de Justicia
mediante Fallo de 17 de noviembre de 1997, se pronunció en los
siguientes términos:

"El Concejo Muntclpal de lterrtd er el teferido
fenglón 1.1.2.3.48 del Acuerdo Muntctpal
llo.t$ de 1995, gfav6 con rrü tmpuesto de
Bl.lO.(Xl a Fl.3O.(Xl por Ecs o fracctón de mes
los apnratot de Juegoe Eecántcos Y
electrónlcos. Esta sltuaclón a nrrcatro Julclot
rcbasa loe tfmltes üe la farnrlted lcpf confetda
a los ConsGJoÉ [iluticlpales en fn Ley 106 dc
19?3 y e! cl attículo ?.42 de le Constltuclón
I$acional, ea razón de qluc la opctraciÓn de las
máqulnas deJuego* necánlcos y treganondes
srre es u,ra,..Fgtfurfded .l+hiqadF dF+t¡g dF.,lps
rk

fllegt$ $F s-uerte y azar* ha *i4g $rq"vi+*qp,te
gr#,a,Ca.-ggf", lÉ ,$a$lóg. .qq, e{tg,..9af,,q.,,por ,lF
{p+tl de.9g+,tre! de, {.gqggF ,*gl -mf4iqt?do lp
$apie¡d*"y Tesqfq, ppqfoqqe.4 qtfculq 1043 y
siqrrtettes É,gl CÉdtgo Pl+cal.

En ecte punto festo lo señalo le Sata Tecera en
el Auto de 2t de septiembre de 1995 at
srrspender provisionalmer,te la dtsposislón
acusadaf, tenemos que mediante Resrrlución
IYo,O28 de 18 de dicienbre de 1995 la Ju¡ta de
Control de Juegos reglemertó las qperaciotres
de las máqulnas electrónlcas acclonades por
üoüeda¡ o papcl norda. Esta Resoluclóa en
su attículo 2 cleranerte eetablece qlue ta
er¡llotecliirrt operaclón, tmportaclóa,
erlseublqfe y naüufactura de toda máqulna o
aparato n.anual, mecánico, electronecánieo o
electrónlco, filre acclorado por flchast
üorf,cdar, tones, papGl mon,ed,a, tarJetas
mqsnéticas o mediante uü sistena de créditost
eJecute Juegos de a?at dc cualquler naürralese
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o deccrtpotóa qüc produrcaa o den coso
re¡ultado flo¡f al u¡uartn li pésdtd¡ o ganencle
de dl¡ero quedrn bqto cl co¡trol' rupcwlslón y
autclz¡clón prevla de la Jt¡ta de Control de
.Iuegor.D (ta sfuvgpfu es da asúc &qtrchol.

De ld copiado se entrae que los Municipios no pueden
gravar los Casinos privados, pues los mismos ya han sido
previamente gravados por la Naciór, Y si el Consejo Municipal
áecide crear el impuesto ello atentaría contra un principio
cofrsagrado por el Derecho Tributario que establece que por el
miemo supuesto de hecho sólo debe exigirse una sola vez el
mismo gravamen.

De esta manera espero haberle orientado sobre las
inquietudeS presentadas, me sUscribo, con mis respetos de
slernPf€,

AMdeF/ 16 l}nrf.




